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Resumen: El artículo aborda la configuración del control de convencionalidad y postula que 
la Corte Interamericana no ha sostenido en su jurisprudencia un concepto unívoco de control 
de convencionalidad interno. Por el contrario, plantea que el tribunal internacional ha pro-
puesto varios significados que amplían pretorianamente su destinatario, objeto y parámetro 
de control. En tal contexto, el trabajo identifica, en la jurisprudencia contenciosa de la última 
década, los sentidos atribuidos por la Corte Interamericana al control de convencionalidad 
interno, y propone un significado de este control, que sintetiza los elementos y categorías 
recurrentemente aportados por dicha jurisprudencia.

Palabras clave: control de convencionalidad, control de convencionalidad interno, jurispru-
dencia interamericana, Corte Interamericana de Derechos Humanos.

Abstract: The article discusses the configuration of the conventional control and postula-
tes that the Inter-American Court has not held in its jurisprudence an univocal concept of 
conventional internal control. On the contrary, it argues that the International Court has 
proposed several meanings that extend praetorianly its control subjects, object and control 
parameter. In this context, the work identifies, in the jurisprudence of the contentious cases of 
the last decade, the senses attributed by the Inter-American Court to the conventional internal 
control, and proposes a meaning of this control, that synthesizes the elements and categories 
recurrently contributed by this jurisprudence.

Keywords: conventional control, conventional internal control, inter-american jurispruden-
ce, Inter-American Court of Human Rights.

Résumé: L’article traite de la configuration du contrôle de la conventionalité et postule que 
la Cour interaméricaine n’a pas maintenu dans sa jurisprudence un concept univoque de con-
trôle de la conventionalité interne. Au contraire, il fait valoir que la cour internationale a 
proposé plusieurs significations qui élargissent de façon prétorienne son destinataire, son objet 
et ses paramètres de contrôle. Dans ce contexte, l’ouvrage identifie, dans la jurisprudence 
contentieuse de la dernière décennie, le sens que la Cour interaméricaine attribue au contrôle 
de la conventionalité interne, et propose une signification de ce contrôle, qui synthétise les 
éléments et catégories récurrents apportés par ladite jurisprudence.

Mots-clés: contrôle de conventionnalité, contrôle de conventionnalité interne, jurispruden-
ce interaméricaine, Cour interaméricaine des droits de l’homme.
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I. Introducción y metodología

La idea de que las normas de producción estatal deben ser controladas en 
su convencionalidad se ha ido expandiendo. Sus perfiles se han construido 
paulatinamente a través de la jurisprudencia de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (en adelante Corte Interamericana o Corte), de las 
resoluciones de los tribunales nacionales, así como con el aporte de la doc-
trina constitucional e internacional de los derechos humanos. El desarro-
llo de este constructo se advierte en su conceptualización, en los órganos a 
los que se atribuye competencia para realizarlo, en el procedimiento para 
ejecutarlo, en su objeto y en el parámetro del control de convencionalidad 
interno. 

En este contexto de configuración del control de convencionalidad, 
la hipótesis del presente trabajo es la siguiente: la Corte Interamericana 
no ha sostenido en su jurisprudencia un concepto unívoco de control de 
convencionalidad interno. Por el contrario, ha propuesto varios significa-
dos, que amplían pretorianamente su destinatario, objeto y parámetro de 
control.

Así, el cometido principal de este trabajo es identificar, en la jurispru-
dencia de los casos contenciosos de la última década, los sentidos atribui-
dos por la Corte Interamericana al control de convencionalidad interno, 
y, de ser posible, proponer un significado de control de convencionalidad 
que sintetice los elementos y categorías recurrentemente aportados por 
dicha jurisprudencia.

La metodología utilizada en el desarrollo de este artículo se basa en 
la revisión jurisprudencial de un universo acotado de sentencias de fon-
do de casos contenciosos emanadas de la Corte Interamericana de De-
rechos Humanos, entre septiembre de 2006 (época del primer fallo que 
expuso el término “control de convencionalidad”; es decir, desde la dic-
tación del fallo Almonacid Arellano y otros vs. Chile) a agosto de 2017 
(última sentencia dictada por la Corte al tiempo de la presentación de 
este trabajo). La definición por las sentencias de fondo tiene relación 
con la estricta función de adjudicación que la Corte Interamericana 
realiza en estos casos. Por ende, se excluyen las resoluciones de super- 
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visión de cumplimiento de las sentencias1 y las opiniones consultivas de 
la Corte.2

Cada sentencia dentro de ese periodo ha sido considerada como una uni-
dad de análisis en la que se buscó la voz “control de convencionalidad”. Se 
identificaron aquellos fallos que expresamente señalan “control de conven-
cionalidad” en el cuerpo de la sentencia (no en las citas al pie), y se extrajo el 
pasaje textual o párrafo que lo menciona. De este grupo, se escogieron las 
sentencias en las que fueron reconocibles en el párrafo desagregado algunos 
de los siguientes criterios del control de convencionalidad: a) el destinata-
rio o sujeto obligado a realizarlo, b) la forma de ejercicio, c) el parámetro 
o material controlante; y d) el objeto del control o material controlado. 
Todo respecto del control de convencionalidad interno, es decir aquel que 
corresponde realizarlo a los Estados. Por ello se prescindió de aquellas sen-
tencias que suponían meras referencias al control de convencionalidad sin 
una identificación de todos o algunos de esos criterios,3 así como las ex-
presiones relativas al control de convencionalidad externo, internacional o 
concentrado cuyo realizador es la misma Corte Interamericana.4

1   Sólo excepcionalmente, y a propósito de la naturaleza del control de convencionalidad, 
se hará referencia a Corte IDH, Gelman vs. Uruguay. Resolución de supervisión de cumpli-
miento de sentencia, del 20 de marzo de 2013, párr. 65 y ss.

2   Por ejemplo: derechos y garantías de niñas y niños en el contexto de la migración y/o 
en necesidad de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14, del 19 de agosto 
de 2014, serie A, núm. 21.

3   Dicen “control de convencionalidad”; sin embargo, la Corte Interamericana no expresa 
alguno de los criterios señalados, a modo ejemplar, los siguientes fallos: 1) Corte IDH. Gu-
tiérrez y familia vs. Argentina, sentencia de excepciones preliminares, fondo y reparaciones, 25 
de noviembre de 2013, serie C, núm. 271, párr. 168; 2) Corte IDH. García Cruz y Sánchez 
Silvestre vs. México, sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 
26 de noviembre de 2013, serie C, núm. 273, párr. 91; 3) Corte IDH. Osorio Rivera y fami-
liares vs. Perú, sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 26 de 
noviembre de 2013, serie C, núm. 274, párr. 274; 4) Corte IDH. Ruano Torres y otros vs. El 
Salvador, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 5 de octubre de 2015, serie C, núm. 
303, párr. 229.

4   Tal es el caso del control de convencionalidad mencionado en la sentencia Corte IDH. 
Pollo Rivera y Otros vs. Perú, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 21 de octubre de 
2016, serie C, núm. 319, párr. 224, que menciona al control de convencionalidad concentra-
do, es decir a cargo de la misma Corte Interamericana, como una decisión de última ratio, 
tal como lo es la declaración de inconstitucionalidad para los Estados parte: “De esta regla de 
elemental prudencia no puede apartarse esta Corte cuando se trata del control de convencio-
nalidad, atendiendo a la gravedad de la declaración que implica descartar una norma legal, lo 
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Luego, se agruparon los párrafos desagregados para reconocer trans-
versalmente semejanzas y diferencias según los criterios anunciados y los 
eventuales matices. Este proceso de identificación-desagregación-síntesis 
no requirió de procedimientos estadísticos, pues bastó construir los datos, 
cuantificarlos, procesarlos e interpretarlos para reconocer los significados 
que la Corte Interamericana le ha dispensado al control de convencionali-
dad interno. Para ello, se partió del supuesto de que las decisiones del ór-
gano de justicia internacional tienen al menos un valor de autoprecedente 
(precedente horizontal), es decir, que lo afirmado por la Corte sobre el 
control de convencionalidad interno marca un entendimiento de esta ins-
titución, que la vincula en los fallos sucesivos, a menos que explícitamente 
se afirme lo contrario, y que la repetición de los criterios robustece los ele-
mentos configuradores de una conceptualización. En tal sentido, el análisis 
propuesto supone verificar, por cada criterio escogido, las semejanzas que 
permiten sintetizar los conceptos contenidos en los párrafos analizados, y 
las diferencias para exponer los cambios en una línea temporal. Además, se 
da cuenta de las reiteraciones que dotan de significado a las dimensiones 
mencionadas, para ––a partir de la intensidad que proporciona la repeti-
ción–– fijar los significados vinculantes para la propuesta de un concepto 
de control de convencionalidad. 

Fijado así el enfoque del trabajo, es posible adelantar que el presente 
artículo no considera la perspectiva dogmática del control de convencio-
nalidad ni las reflexiones sobre su recepción y aplicación a nivel nacional, 
los que serán abordados en otra oportunidad. La referencia a los autores es 
excepcional, y pretende dar cuenta de visiones contrapuestas a partir de 
ejemplos significativos.

II. Una jurisprudencia en desarrollo 

Entre septiembre de 2006 a agosto de 2017, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos dictó 185 sentencias en casos contenciosos,5 36 de ellas 

que puede dar lugar a vacíos legislativos de gravísimas consecuencias, en particular cuando se 
trata de la tipificación de delitos de extremo contenido antijurídico”. 

5   Comprensivas de sentencias de fondo, cuyo periodo de búsqueda abarca desde el 26 de 
septiembre de 2006 (correspondiente al caso Corte IDH, Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 
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mencionaron la voz “control de convencionalidad” y señalaron su destinata-
rio, la forma de su ejercicio, el parámetro y objeto del control de conven-
cionalidad (esto es un 19,46% del universo total definido para este trabajo). 
Este grupo de sentencias se enumeran a continuación, diferenciadas por 
año de dictación, con referencia al nombre con el que se le denomina en 
este trabajo:

Año Identificación

1 2006 Corte IDH. Almonacid Arellano y otros vs. Chile, sentencia de excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas, 26 de septiembre de 2006, 
serie C, núm. 154, párrafo 124. “Almonacid Arellano vs. Chile”.

2 Corte IDH. Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, 
sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 24 
de noviembre de 2006, serie C, núm. 158, párrafo 128. “Trabajadores Ce-
sados del Congreso vs. Perú”.

3 Corte IDH. La Cantuta vs. Perú, sentencia de excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas, 29 de noviembre de 2006, serie C, núm. 
162, párrafo 173. “La Cantuta vs. Perú”.

4 2007 Corte IDH. Boyce y otros vs. Barbados, sentencia de excepciones prelimina-
res, fondo, reparaciones y costas, 20 de noviembre de 2007, serie C, núm. 
169, párrafo 78. “Boyce vs. Barbados”.

5 2008 Corte IDH. Heliodoro Portugal vs. Panamá, sentencia de excepciones pre-
liminares, fondo, reparaciones y costas, 12 de agosto de 2008, serie C, 
núm. 186, párrafos 179 y 180. “Heliodoro Portugal vs. Panamá”.

6 2009 Corte IDH. Radilla Pachecho vs. Estados Unidos Mexicanos, sentencia de ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 23 de noviembre de 
2009, serie C, núm. 209, párrafo 339. “Radilla Pachecho vs. México”.

7 2010 Corte IDH. Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Paraguay, sentencia de ex-
cepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 24 de agosto de 2010, 
serie C, núm. 214, párrafo 311. “Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. Para-
guay”.

8 Corte IDH. Fernández Ortega y otros vs. México, Sentencia de excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas, de 30 de agosto de 2010, serie 
C, núm. 215, párrafo 236. “Fernández Ortega vs. México”.

9 Corte IDH. Rosendo Cantu y otros vs. México, sentencia de excepciones pre-
liminares, fondo, reparaciones y costas, del 31 de agosto de 2010, serie C, 
núm. 216, párrafo 219. “Rosendo Cantu vs. México”.

sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, serie C, núm. 154) al 24 
de agosto de 2017 (del caso Corte IDH. Caso Gutiérrez Hernández y otros vs. Guatemala, senten-
cia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, serie C, núm. 339). 
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Año Identificación

10 Corte IDH. Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs. Bolivia, sentencia de excepciones 
preliminares, fondo, reparaciones y costas, 1 de septiembre de 2010, serie 
C, núm. 217, párrafos 199 y 202. “Ibsen Cárdenas vs. Bolivia”.

11 Corte IDH. Vélez Loor vs. Panamá, sentencia de excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas, del 23 de noviembre de 2010, serie C, núm. 
218, párrafo 287. “Vélez Loor vs. Panamá”.

12 Corte IDH. Gomes Lund y otros (“Guerrilha do Araguaia”) vs. Brasil, sentencia 
de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 24 de no-
viembre de 2010, serie C, núm. 219, párrafo 176. “Gomes Lund vs. Brasil”.

13 Corte IDH. Cabrera García y Montiel Flores vs. México, sentencia de excep-
ción preliminar, fondo, reparaciones y costas, del 26 de noviembre de 
2010, serie C, núm. 220, párrafos 225-232. “Cabrera García y Montiel Flores 
vs. México”.

14 2011 Corte IDH. Gelman vs. Uruguay, sentencia de fondo y reparaciones, del 24 
de febrero de 2011, serie C, núm. 221, párrafos 193 y 239. “Gelman vs. 
Uruguay”.

15 Corte IDH. Chocrón Chocrón vs.  Venezuela, sentencia de excepción prelimi-
nar, fondo, reparaciones y costas, del 1o. de julio de 2011, serie C, núm. 
227, párrafos 164 y 171. “Chocrón vs. Venezuela”.

16 Corte IDH. López Mendoza vs.  Venezuela, sentencia de excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas, del 1o. de septiembre de 2011, serie C, núm. 
233, párrafos 226-228. “López Mendoza vs.  Venezuela”.

17 Corte IDH. Fontevecchia y D`Amico vs.  Argentina, sentencia de fondo, repara-
ciones y costas, del 29 de noviembre de 2011, serie C, núm. 238, párrafo 
93. “Fontevecchia vs.  Argentina”.

18 2012 Corte IDH. Atala Riffo y niñas vs. Chile, sentencia de fondo, reparaciones y 
costas, del 24 de febrero de 2012, serie C, núm. 239, párrafos 282-284. 
“Atala Riffo vs. Chile”.

19 Corte IDH. Furlan y familiares vs.  Argentina, sentencia de fondo y reparacio-
nes, 31 de agosto de 2012, serie C, núm. 246, párrafos 303 y 304. “Furlan 
vs. Argentina”.

20 Corte IDH. Masacres de Río Negro vs. Guatemala, sentencia de fondo y repa-
raciones, 4 de septiembre de 2012, serie C, núm. 250, párrafos 142 y 262. 
“Masacres de Río Negro vs. Guatemala”.

21 Corte IDH. Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, sentencia 
de fondo, reparaciones y costas, del 25 de octubre de 2012, serie C, núm. 
252, párrafo 318. “Masacres de El Mozote vs. El Salvador”.

22 Corte IDH. Gudiel Álvarez y otros (“Diario Militar”) vs. Guatemala, sentencia 
de fondo y reparaciones, del 20 noviembre de 2012, serie C, núm. 253, 
párrafo 330. “Gudiel Álvarez vs. Guatemala”.
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Año Identificación

23 Corte IDH. Masacre de Santo Domingo vs. Colombia, sentencia de fondo y 
reparaciones, 30 de noviembre de 2012, serie C, núm. 259, párrafo 142. 
“Masacre de Santo Domingo vs. Colombia”.

24 2013 Corte IDH. Mendoza y otros vs.  Argentina, sentencia de excepciones prelimi-
nares, fondo y reparaciones, del 14 de mayo de 2013, serie C, núm. 260, 
párrafo 221. “Mendoza vs.  Argentina”.

25 Corte IDH. J. vs. Perú, sentencia de excepción preliminar, fondo, repara-
ciones y costas, del 27 de noviembre de 2013, serie C, núm. 275, párrafo 
407. “J. vs. Perú”.

26 2014 Corte IDH. Liakat Ali Alibux vs. Surinam, sentencia de excepciones prelimi-
nares, fondo, reparaciones y costas, 30 de enero de 2014, serie C, núm. 
276, párrafo 151. “Liakat Ali Alibux vs. Surinam”.

27 Corte IDH. Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo 
Indígena Mapuche) vs. Chile, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 
29 de mayo de 2014, serie C, núm. 279, párrafo 464. “Norín Catrimán vs. 
Chile”.

28 Corte IDH. Personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Domini-
cana, sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 
del 28 de agosto de 2014, serie C, núm. 282, párrafos 311 y 471. “Personas 
dominicanas y haitianas vs. República Dominicana”.

29 Corte IDH. Rochac Hernández y otros vs. El Salvador, sentencia de fondo, re-
paraciones y costas, del 14 de octubre de 2014, serie C, núm. 285, párrafo 
213. “Rochac Hernández vs. El Salvador”.

30 2015 Corte IDH. López Lone y otros vs. Honduras, sentencia de excepción prelimi-
nar, fondo, reparaciones y costas, del 5 de octubre de 2015, serie C, núm. 
302, párrafo 307. “López Lone vs. Honduras”.

31 Corte IDH. Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros vs. Honduras, 
sentencia de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 8 
de octubre de 2015, serie C, núm. 304, párrafos 211, 255 y 346. “Comu-
nidad Garífuna vs. Honduras”.

32 Corte IDH. García Ibarra y otros vs. Ecuador, sentencia de excepciones preli-
minares, fondo, reparaciones y costas, del 17 de noviembre de 2015, serie 
C, núm. 306, párrafo 103. “García Ibarra vs. Ecuador”.

33 2016 Corte IDH. Caso Chinchilla Sandoval vs. Guatemala, sentencia de excepción 
preliminar, fondo, reparaciones y costas, del 29 de febrero de 2016, serie 
C, núm. 312, párrafo 242. “Chinchilla vs. Guatemala”.

34 Corte IDH. Caso Trabajadores de la Hacienda Brasil  Verde vs. Brasil, sentencia 
de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 20 de oc-
tubre de 2016, serie C, núm. 318, párrafo 408. “Trabajadores de la Hacienda 
Brasil  Verde vs. Brasil”.
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Año Identificación

35 Corte IDH. Miembros de la Aldea Chichupac y Comunidades  Vecinas del Munici-
pio de Rabinal vs. Guatemala, sentencia de excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, del 30 de noviembre de 2016, serie C, núm. 328, 
párrafo 289. “Miembros de la Aldea Chichupac vs. Guatemala”.

36 Corte IDH. Andrade Salmón vs. Bolivia, sentencia de fondo, reparaciones y 
costas, del 1o. de diciembre de 2016, serie C, núm. 330, párrafo 93. “An-
drade Salmón vs. Bolivia”.

Como se observa, las sentencias que expresan los criterios configura-
dores del control de convencionalidad interno se concentran entre 2010 a 
2012, época en que se fijan los significantes centrales del concepto, produ-
ciéndose un progresivo decaimiento del uso del término a partir de 2013.

Tal jurisprudencia, como se dijo en la introducción, ha desarrollado los 
elementos que conforman el núcleo o concepto del control de convencio-
nalidad, extendiendo progresivamente los órganos a los que se atribuye 
competencia para realizarlo, flexibilizando el procedimiento para ejecutar-
lo, extendiendo tanto su objeto como el parámetro del control de con-
vencionalidad interno.6 Uno de los objetivos de este trabajo ––como se 

6   Un esfuerzo realizado por la Corte Interamericana por delimitar y evidenciar los ele-
mentos centrales del control de convencionalidad, así como su evolución, lo constituye el 
Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, núm. 7, 
2017, Control de Convencionalidad, pp. 3-39.

Sentencias por año

8

7

6

5

4

3

2

1

0

2017
2006

 2007 
2008

 2009
2010 

 2011 
2012 

2013 
2014 

2015 
2016 

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM
http://www.juridicas.unam.mx/                   https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                 https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2019
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2019.19.13327



M
IR

IA
M

 H
EN

RÍ
Q

U
EZ

 V
IÑ

AS

336 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XIX, 2019, pp. 327-355 

adelantó–– es constatar la extensión paulatina por la Corte de los criterios 
señalados. 

Cabe decir que el referido desarrollo ha sido objeto de severas críti-
cas por la doctrina constitucional e internacional especializada en el tema, 
atendidas las ambigüedades que supondría un concepto en construcción. 
Así, por ejemplo, autores como Néstor Sagüés afirman:

La gestación de ese dispositivo no ha sido lineal, sino zigzagueante, a borbotones, 
con avances y repliegues, y una sedimentación no siempre uniforme. Es un típico 
engendro pretoriano, antes que académico, donde a veces ha faltado una consisten-
cia conceptual impecable entre lo enseñado en un caso y lo aseverado en los ante-
riores. Tampoco ha contado con una presentación didáctica, que advirtiera cuándo 
se produce un incremento en los fundamentos y en el radio de operatividad del 
instituto, y cuándo, si la hubiere, una reducción.7

Por su parte, Karlos Castilla llama la atención sobre las inconsistencias, avan-
ces y retrocesos del término, y con ello plantea las dudas y un entendimiento 
inacabado de su objetivo en la jurisprudencia de la Corte IDH.8 Sin embar-
go, otros autores como Humberto Nogueira, afirman que en los distintos 
momentos jurisprudenciales, la Corte ha sido uniforme respecto del insti-
tuto: “Esta perspectiva se ha reiterado uniformemente hasta el presente en 
muchos casos por la CIDH”.9

Corresponde anotar, previo al análisis de los criterios adelantados, que 
este desarrollo avanza en un sentido contrario del uso del control de con-
vencionalidad en las sentencias de la Corte Interamericana, evidenciándose 
una utilización decreciente del mismo a partir de 2013, siendo nula su re-
ferencia en lo que va de 2017.

7   Sagüés, Néstor, “Las opiniones consultivas de la Corte Interamericana, en el control de 
convencionalidad”, Pensamiento Constitucional, núm. 20, 2015, p. 280.

8   Castilla, Karlos, “¿Control interno o difuso de convencionalidad? Una mejor idea: la 
garantía de tratados”, Anuario Mexicano de Derecho Internacional, vol. XIII, 2013, p. 56.

9   Nogueira, Humberto, “Los desafíos del control de convencionalidad del corpus iuris in-
teramericano para los tribunales nacionales”, Revista de Derecho Público, núm. 76, 2012, p. 406.
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III. ¿Quiénes son los destinatarios del control 
de convencionalidad? ¿Cómo puede ejercerse?

En 2006, la Corte Interamericana resolvió en el considerando 123 del icó-
nico fallo Almonacid Arellano vs. Chile, que: a) Es el legislador quien debe 
procurar cumplir con lo prescrito en el artículo 2o. de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos (en adelante la Convención Americana o 
la Convención); es decir, adoptar, con arreglo a sus procedimientos cons-
titucionales y a las disposiciones de la Convención, las medidas legislati-
vas necesarias para hacer efectivos los derechos y libertades previstos en 
la Convención; b) cuando el legislador no lo hace, es el Poder Judicial, por 
mandato del artículo 1.1 de la Convención, el que debe contrastar las nor-
mas legales con la Convención; c) En caso de incompatibilidad normativa, 
el Poder Judicial debe abstenerse de aplicar la ley, y d) bajo la pena de ge-
nerar la responsabilidad internacional del Estado. 

De lo dicho por la Corte en los considerandos 123 y 124 del mismo 
caso, es posible inferir que el legislador estaría obligado a adecuar el Dere-
cho interno a lo dispuesto en la Convención; sin embargo, la Corte Inte-
ramericana dispuso por vía pretoriana que cuando el legislador no cumple 
con este mandato, es deber de los jueces domésticos ejercer el control de 
convencionalidad. Este último consistiría en el contraste de la normativa 
interna con la Convención Americana y la jurisprudencia interamericana 
para la aplicación preferente de estas últimas.

De este modo, en la sentencia Almonacid Arellano y otros vs. Chile se 
expresó que tal obligación ––una “especie” de control de convencionali-
dad–– corresponde a “sus jueces, como parte del aparato del Estado” y en 
definitiva “al Poder Judicial”. Luego de este emblemático caso hubo nue-
ve referencias idénticas al “Poder Judicial” como destinatario del control 
de convencionalidad.10 Mientras que los casos Heliodoro Portugal vs. Panamá 
(2008) y Norín Catrimán vs. Chile (2014), si bien no señalaron expresamen-
te al “Poder Judicial”, sí refirieron términos equivalentes tales como “cada 
juzgador” y “las autoridades judiciales” como sujetos del control, respecti-

10   Ellos son: Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú (2006), La Cantuta vs. Perú (2006), 
Boyce vs. Barbados (2007), Radilla Pachecho vs. México (2009), Comunidad Indígena Xákmok Kásek 
vs. Paraguay (2010), Fernández Ortega vs. México (2010), Ibsen Cárdenas vs. Bolivia (2010), Rosendo 
Cantú vs. México (2010) y Gomes Lund vs. Brasil (2010).
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vamente. Lo dicho da cuenta que el destinatario en estos casos fueron los 
órganos que ejercen una función judicial.

En el caso Boyce vs. Barbados, de 2007, la Corte señaló que tanto al Poder 
Judicial como a otros órganos jurisdiccionales les corresponde realizar el 
control de convencionalidad: “los tribunales de Barbados, incluso el Comi-
té Judicial del Consejo Privado y ahora la Corte de Justicia del Caribe”.11 
En un sentido semejante, en el caso Vélez Loor vs. Panamá, de 2010, la Corte 
Interamericana expresó que el control de convencionalidad deben ejercerlo 
“los órganos de cualquiera de los poderes cuyas autoridades ejerzan funcio-
nes jurisdiccionales”.12

Fue en 2010, en el caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, cuando 
la Corte incluyó entre los sujetos encargados de ejercer el control de con-
vencionalidad no solo a los jueces sino también “a los órganos vinculados a 
la administración de justicia en todos los niveles”,13 como podrían serlo, a 
modo ejemplar, los tribunales electorales, el Ministerio Público, el Conse-
jo de la Magistratura, entre otros. Así también lo expresaron otras quince 
sentencias.14

La misma sentencia del caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México prosi-
guió su razonamiento sobre la autoridad obligada por el control de conven-
cionalidad con particular referencia a los tribunales constitucionales que en 
ciertos ordenamientos son órganos independientes del Poder Judicial y que 
ejercen funciones de jurisdicción constitucional. En este caso, a partir del 
párrafo 226 de la sentencia, la Corte mencionó a los “tribunales de la más 
alta jerarquía en la región” que han ejercido el control de convencionalidad, 
y destacó a la “Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de Costa 

11   Corte IDH. Boyce y otros vs. Barbados, sentencia de excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, 20 de noviembre de 2007, párr. 78.

12   Corte IDH. Vélez Loor vs. Panamá, sentencia de excepciones preliminares, fondo, repara-
ciones y costas, del 23 de noviembre de 2010, serie C, núm. 218, párr. 287.

13   Corte IDH. Cabrera García y Montiel Flores vs. México, sentencia de excepción preliminar, 
fondo, reparaciones y costas, 26 de noviembre de 2010, serie C, núm. 220, párr. 225. 

14   Tales sentencias corresponden a los casos: Chocrón vs. Venezuela (2011), López Mendoza 
vs. Venezuela (2011), Fontevecchia vs. Argentina (2011), Atala Riffo vs. Chile (2012), Furlan vs. 
Argentina (2012), Masacres de Río Negro vs. Guatemala (2012), Gudiel Álvarez vs. Guatemala 
(2012), Masacre de Santo Domingo vs. Colombia (2012), Mendoza vs. Argentina (2013), J. vs. 
Perú (2013), Personas dominicanas y haitianas vs. República Dominicana (2014), López Lone 
vs. Honduras (2015), Comunidad Garífuna vs. Honduras (2015), Chinchilla vs. Guatemala (2016) 
y Miembros de la Aldea Chichupac vs. Guatemala (2016).
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Rica, al Tribunal Constitucional de Bolivia, a la Suprema Corte de Justicia 
de República Dominicana, al Tribunal Constitucional del Perú, a la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación de Argentina y a la Corte Constitucional 
de Colombia”.15 En el mismo sentido lo señalaron los casos Chocrón vs. Ve-
nezuela (2011) y López Mendoza vs. Venezuela (2011).16 En el caso Atala Riffo 
vs. Chile (2012), se agregaron además los siguientes tribunales o cortes: “la 
Suprema Corte de la Nación de México y la Corte Suprema de Panamá”,17 
que luego se replicó en Furlán vs. Argentina (2012). 

En el caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala, de 2012, se aludió espe-
cialmente al Ministerio Público como destinatario del control de conven-
cionalidad, señalando que en esta tarea los jueces y órganos vinculados a la 
administración de justicia en todos los niveles, “como el ministerio públi-
co”, deben tener en cuenta la Convención Americana y la jurisprudencia 
interamericana.18

En 2011, en el caso Gelman vs. Uruguay, la Corte completó la ampliación 
del sujeto del control expandiéndolo a toda autoridad pública. Así lo señaló 
la sentencia en el párrafo 239:

La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una sociedad está 
limitada por las normas y obligaciones internacionales de protección de los dere-
chos humanos reconocidos en tratados como la Convención Americana, de modo 
que la existencia de un verdadero régimen democrático está determinada por sus 
características tanto formales como sustanciales, por lo que, particularmente en 
casos de graves violaciones a las normas del Derecho Internacional de los Dere-

15   Corte IDH. Cabrera García y Montiel Flores vs. México, sentencia de excepción prelimi-
nar, fondo, reparaciones y costas, 26 de noviembre de 2010, serie C, núm. 220, párr. 226 
a 232.

16   Corte IDH. Chocrón Chocrón vs. Venezuela, sentencia de excepción preliminar, fondo, re-
paraciones y costas, del 1o. de julio de 2011, serie C, núm. 227, párr. 165 a 171; 13; Corte 
IDH. López Mendoza vs. Venezuela, sentencia de excepción preliminar, fondo, reparaciones y 
costas, del 1o. de septiembre de 2011, serie C, núm. 233, párr. 227

17   Corte IDH. Atala Riffo y niñas vs. Chile, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 24 
de febrero de 2012, serie C, núm. 239, párr. 283. 

18   Corte IDH. Masacres de Río Negro vs. Guatemala, sentencia de fondo y reparaciones, 4 de 
septiembre de 2012, serie C, núm. 250, párr. 262. 

El Ministerio Público también fue señalado como obligado en los casos Gudiel Álvarez vs. 
Guatemala (2012), Mendoza vs. Argentina (2013), y Miembros de la Aldea Chichupac vs. Guatemala 
(2016).
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chos, la protección de los derechos humanos constituye un límite infranqueable 
a la regla de mayorías, es decir, a la esfera de lo “susceptible de ser decidido” por 
parte de las mayorías en instancias democráticas, en las cuales también debe primar 
un “control de convencionalidad…, que es función y tarea de cualquier autoridad 
pública y no solo del Poder Judicial”.19

En el caso Masacres de El Mozote vs. El Salvador (2012), la Corte continuó la 
línea inaugurada en Gelman vs. Uruguay, y expresó que el control de conven-
cionalidad “vincula a todos los poderes y órganos estatales en su conjunto”.20 
La Corte mantuvo esta tendencia y dijo en 2014, en el caso Personas domini-
canas y haitianas vs. República Dominicana que “en el ámbito de su competen-
cia todas las autoridades y órganos de un Estado Parte en la Convención tie-
nen la obligación de ejercer un control de convencionalidad”,21 expresión 
que fue reiterada en el caso García Ibarra vs. Ecuador de 2015. Finalmente, el 
tribunal internacional insistió en la idea de que los obligados por el control 
de convencionalidad son todos los poderes y órganos del Estado, en las 
sentencias del caso Rochac Hernández vs. El Salvador de 2014: “Esta obligación 
vincula a todos los poderes y órganos estatales en su conjunto, los cuales se 
encuentran obligados a ejercer un control “de convencionalidad” ex officio 
entre las normas internas y la Convención Americana”,22 y en el caso Traba-
jadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil, de 2016. Más ampliamente aún 
se señaló en en el caso Andrade Salmón vs. Bolivia (2016), que expresó que 
“todas las autoridades de un Estado Parte en la Convención” deben ejercer 
el control de convencionalidad.

En un sentido que conjuga a todos los órganos del Estado, y entre ellos 
explícitamente a los jueces y órganos vinculados a la administración de jus-
ticia, destaca el caso Liakat Ali Alibux vs. Surinam de 2014, que dijo que el 
control de convencionalidad se encuentra a cargo de “todos los órganos del 

19   Corte IDH. Gelman vs Uruguay, sentencia de fondo y reparaciones, 24 de febrero de 
2011, serie C, núm. 221, párr. 239.

20   Corte IDH. Masacres de El Mozote y lugares aledaños vs. El Salvador, sentencia de fondo, 
reparaciones y costas, del 25 de octubre de 2012, serie C, núm. 252, párr. 318.

21   Corte IDH. Personas dominicanas y haitianas expulsadas vs. República Dominicana, sentencia 
de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 28 de agosto de 2014, serie 
C, núm. 282, párr. 311. 

22   Corte IDH. Rochac Hernández y otros vs. El Salvador, sentencia de fondo, reparaciones y 
costas, del 14 de octubre de 2014, serie C, núm. 285, párr. 213.
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Estado, incluidos sus jueces y demás órganos vinculados a la administración 
de justicia en todos los niveles”.23 

Así, puede observarse la siguiente tendencia sobre el sujeto obligado a 
ejercer el control de convencionalidad: a) la indicación al “Poder Judicial” 
como órgano que ejerce función judicial, destinatario del control de con-
vencionalidad, se plantea principalmente entre 2006 a 2010, siendo este úl-
timo su año predominante. Luego, tal referencia se reemplaza por la men-
ción más amplia: “los órganos vinculados a la administración de justicia en 
todos los niveles”, que, por cierto, contempla también al Poder Judicial; b) 
la alusión a “los órganos vinculados a la administración de justicia en todos 
los niveles” como sujeto controlante se mantiene desde 2010 hasta 2016, 
alcanzando mayor frecuencia en 2012; c) luego, que todo poder del Estado 
está obligado a ejercer este tipo de control comienza a señalarse desde 2011 
en adelante, principalmente en 2014; empero, la referencia a “los órganos 
vinculados a la administración de justicia en todos los niveles” se mantiene 
constante en este mismo periodo, siendo este último el elemento dominan-
te de la definición.

Destinatarios del control de convencionalidad

De esta forma, podría decirse que el destinatario del control de conven-
cionalidad son todos los poderes y órganos del Estado, pero principalmente 

23   Corte IDH. Liakat Ali Alibux vs. Surinam, sentencia de excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, 30 de enero de 2014, serie C, núm. 276, párr. 151.
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la obligación está dirigida a los órganos vinculados a la administración de 
justicia en todos los niveles, atendida a su mención sostenida y frecuente en 
la jurisprudencia interamericana. 

La biografía relatada da cuenta cómo la Corte Interamericana extendió la 
obligación de realizar el control interno de convencionalidad desde el Po-
der Judicial, a las autoridades que ejercen función jurisdiccional no judicial, 
pasando por los órganos vinculados a la administración de justicia, a todo 
poder y órgano del Estado, incluidos las autoridades que ejercen funciones 
judiciales, jurisdiccionales y se encuentren vinculadas a la administración 
de justicia. 

Por otro lado, tempranamente la Corte, en la sentencia de 2006, recaída 
en el caso Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú, decidió no imponer una 
única forma de ejercicio del control de convencionalidad interno. Por el 
contrario, con un sentido de graduación o matización, reconociendo las 
particularidades de los ordenamientos jurídicos de los Estados parte, afir-
mó que el mismo debe realizarse por el Poder Judicial “ex officio y en 
el marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales 
correspondientes”.24

De este modo, la Corte señaló que el control de convencionalidad debe 
desarrollarse con dos condiciones: a) ex officio, esto significa ––según el ór-
gano de justicia internacional–– que esta función no debe quedar limitada 
exclusivamente por las manifestaciones o actos de los accionantes en cada 
caso concreto, sino que debe ser ejercido por el órgano destinatario del 
control, aunque tampoco implica que esa revisión deba ejercerse siempre, 
sin considerar otros presupuestos formales y materiales de admisibilidad 
y procedencia de ese tipo de acciones, y b) en el marco de las respectivas 
competencias del órgano destinatario y de las regulaciones procesales co-
rrespondientes. Esta formulación se reiteró en 25 sentencias, todas poste-
riores al 2009.25

24   Corte IDH. Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, sentencia 
de excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 24 de noviembre de 2006, párr. 
128. 

25   Tales sentencias son: Radilla Pachecho vs. México (2009), Comunidad Indígena Xákmok 
Kásek vs. Paraguay (2010), Fernández Ortega vs. México (2010), Rosendo Cantu vs. México (2010), 
Ibsen Cárdenas vs. Bolivia (2010), Vélez Loor vs. Panamá (2010), Gomes Lund vs. Brasil (2010), Ca- 
brera García y Montiel Flores vs. México (2010), Gelman vs. Uruguay (2011), Chocrón vs. Venezuela 
(2011), López Mendoza vs. Venezuela (2011), Fontevecchia vs. Argentina (2011), Atala Riffo vs. Chile 
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De esta forma, esta enunciación sostenida sobre la forma en que debe 
realizarse el control constituye un elemento permanente del control de 
convencionalidad. 

IV. ¿Cuál es el parámetro del control de convencionalidad?

El parámetro del control de convencionalidad también se ha ido delinean-
do de modo progresivo en la jurisprudencia emanada de la Corte Intera-
mericana. 

En una primera etapa, a partir del fallo Almonacid Arellano vs. Chile de 
2006, el parámetro de control señalado por el tribunal internacional fue la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos y la interpretación que 
de ésta efectúa la Corte, es decir, su jurisprudencia. 

La expresión utilizada en la sentencia primigenia, Almonacid Arellano vs. 
Chile, a propósito de la Convención Americana como material controlante 
es la siguiente: “En otras palabras, el Poder Judicial debe ejercer una especie 
de «control de convencionalidad» entre las normas jurídicas internas que 
aplican en los casos concretos y la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos”. Tal expresión fue reiterada en 27 casos posteriores.26

(2012), Furlan vs. Argentina (2012), Masacres de Río Negro vs. Guatemala (2012), Masacres de El 
Mozote vs. El Salvador (2012), Gudiel Álvarez vs. Guatemala (2012), Mendoza vs. Argentina (2013), 
J. vs. Perú (2013), Personas dominicanas y haitianas vs. República Dominicana (2014), Rochac Her-
nández vs. El Salvador (2014), Comunidad Garífuna vs. Honduras (2015), Chinchilla vs. Guatemala 
(2016), Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil (2016), Miembros de la Aldea Chichupac 
vs. Guatemala (2016).

26   Se trata de las sentencias: Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú (2006), La Cantuta vs. 
Perú (2006), Boyce vs. Barbados (2006), Radilla Pachecho vs. México (2009), Comunidad Indígena 
Xákmok Kásek vs. Paraguay (2010), Fernández Ortega vs. México (2010), Rosendo Cantu vs. México 
(2010), Ibsen Cárdenas vs. Bolivia (2010), Vélez Loor vs. Panamá (2010), Gomes Lund vs. Bra- 
sil (2010), Cabrera García y Montiel Flores vs. México (2010), Gelman vs. Uruguay (2011), Cho-
crón vs. Venezuela (2011), López Mendoza vs. Venezuela (2011), Fontevecchia vs. Argentina (2011), 
Atala Riffo vs. Chile (2012), Furlan vs. Argentina (2012), Masacres de El Mozote vs. El Salvador 
(2012), Masacre de Santo Domingo vs. Colombia (2012), J. vs. Perú (2013), Liakat Ali Alibux 
vs. Surinam (2014), Personas dominicanas y haitianas vs. República Dominicana (2014), Rochac 
Hernández vs. El Salvador (2014), López Lone vs. Honduras (2015), Comunidad Garífuna vs. Hon-
duras (2015), Chinchilla vs. Guatemala (2016), Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil 
(2016).
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En el caso Heliodoro Portugal vs. Panamá (2008), la Corte expresó que 
el control de convencionalidad exige considerar “el estándar internacio-
nal de protección de los derechos humanos”, además de “los instrumentos 
internacionales”.27

En relación con el derecho convencional como parámetro de control 
interno de convencionalidad, en la sentencia del caso Ibsen Cárdenas vs. Boli-
via, de 2010, la Corte Interamericana amplió el material controlante desde 
la Convención Americana a los demás tratados que son de su competencia 
material. Así fue en el párrafo 199 de la sentencia que dice: “El Tribunal 
recuerda que el objeto de su mandato es la aplicación de la Convención 
Americana y de otros tratados que le otorguen competencia”.28 De este 
modo, extendió el parámetro desde la Convención Americana al Protocolo 
de San Salvador, Protocolo Relativo a la Abolición de la Pena de Muerte, 
Convención para Prevenir y Sancionar la Tortura, Convención de Belém do 
Pará para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer, Convención sobre 
Desaparición Forzada de Personas, y a los demás tratados que sobre la ma-
teria puedan quedar comprendidos dentro de las atribuciones de la Corte 
Interamericana. 

Siguiendo con la extensión del parámetro del control de convencionali-
dad, en la sentencia del caso Masacres de Río Negro vs. Guatemala, en el párrafo 
142, la Corte trató el corpus iuris internacional aludiendo, además de la 
Convención Americana, a la Convención sobre los Derechos del Niño:

En tal sentido, el Estado debe prestar especial atención a las necesidades y a los 
derechos de los niños, en consideración a su condición particular de vulnerabili-
dad. Asimismo, la Corte ha afirmado reiteradamente que “tanto la Convención 
Americana como la Convención sobre los Derechos del Niño forman parte de un 
muy comprensivo corpus juris internacional de protección de los niños que debe 
servir… para fijar el contenido y los alcances de la disposición general definida en 
el artículo 19 de la Convención Americana”.29

27   Corte IDH. Heliodoro Portugal vs. Panamá, sentencia de excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, 12 de agosto de 2008, serie C, núm. 186, párr. 180.

28   Corte IDH. Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña vs Bolivia, sentencia de excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas, 1o. de septiembre de 2010, serie C, núm. 217, párr. 199.

29   Corte IDH. Masacres de Río Negro vs. Guatemala, sentencia de excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas, 4 de septiembre de 2012, párr. 142.
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Sin embargo, la referencia expresa a tratados que no son de competencia 
material de la Corte solo es para “fijar el contenido y alcance” de las disposi-
ciones de la Convención.

Luego, en el párrafo 262 de la misma sentencia Masacres de Río Negro vs. 
Guatemala, la Corte refirió al corpus iuris interamericano como parámetro 
del control de convencionalidad. Éste estaría formado por la Convención 
Americana y otros tratados del sistema interamericano, listándolos de 
forma expresa, como la Convención Interamericana sobre Desaparición 
Forzada de Personas, la Convención Interamericana para Prevenir y San-
cionar la Tortura y la Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do 
Pará”. A juicio de la Corte, respecto de ellos debe ejercerse el control 
de convencionalidad, expresando así tal obligación: “Los jueces y órganos 
vinculados a la administración de justicia en todos los niveles están en la 
obligación de ejercer ex officio un «control de convencionalidad» entre 
las normas internas y los tratados de derechos humanos de los cuales es 
Parte el Estado”.30 En el mismo sentido, la sentencia dictada en los casos 
Gudiel vs. Guatemala (2012), Miembros de la Aldea Chichupac vs. Guatema-
la (2016) y Mendoza vs. Argentina (2013). Este último caso señaló que el 
parámetro de control consiste en “los tratados de derechos humanos de 
los cuales es Parte el Estado”, y luego especifica que los destinatarios del 
control “deben tener en cuenta no solamente la Convención Americana y 
demás instrumentos interamericanos”.31

En consecuencia, es posible concluir que el parámetro de control de con-
vencionalidad son los tratados de derechos humanos del sistema interame-
ricano de los cuales es parte el Estado, pero principalmente la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos.

Por otro lado, la Corte se ha referido a la jurisprudencia interamericana 
como parámetro de control de convencionalidad de manera sostenida. Así 
lo dijo en Almonacid Arellano vs. Chile, puntualmente que en esta tarea el Po-
der Judicial debe tener en cuenta no solamente el tratado, “sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, intérprete 

30   Corte IDH. Masacres de Río Negro vs. Guatemala, sentencia de fondo y reparaciones, 4 de 
septiembre de 2012, serie C, núm. 250, párr. 262.

31   Corte IDH. Mendoza y otros vs. Argentina, sentencia de excepciones preliminares, fondo 
y reparaciones, del 14 de mayo de 2013, serie C, núm. 260, párr. 221.
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última de la Convención Americana”. En lo sucesivo, lo señalaron veinticin-
co sentencias; sin embargo, en ciertos casos no se contempló la frase final 
“intérprete última de la Convención Americana”.32

En 2013, la Corte afirmó el carácter vinculante de la jurisprudencia in-
teramericana en el caso Norín Catrimán vs. Chile:

No obstante, la Corte recuerda que las autoridades judiciales deben aplicar los 
criterios o estándares establecidos en la jurisprudencia de la Corte (supra párr. 
307-312) en ejercicio del control de convencionalidad a fin de garantizar que la 
medida de prisión preventiva sea siempre adoptada de acuerdo a esos paráme-
tros.33

También se expuso el carácter vinculante de la jurisprudencia interameri-
cana en el contexto del control de convencionalidad en el caso López Lone vs. 
Honduras de 2015, cuyo párrafo 307 afirmó: “Por tanto, en la aplicación del 
nuevo régimen disciplinario, las autoridades internas están obligadas a to-
mar en cuenta las interpretaciones de la Convención Americana realizadas 
por la Corte Interamericana, en este y otros casos”,34 y Comunidad Garífuna 
vs. Honduras del mismo año, cuyos considerandos 211 y 255 expresaron que 
“la Corte advierte la relevancia de la debida interpretación de la legislación 
y aplicación del control de convencionalidad, a la luz de la jurisprudencia 
de la Corte y estándares internacionales aplicables” en materia indígena, 

32   Son las sentencias dictadas en los siguientes casos: La Cantuta vs. Perú (2006), Boyce 
vs. Barbados (2006), Radilla Pachecho vs. México (2009), Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. 
Paraguay (2010), Fernández Ortega vs. México (2010), Rosendo Cantu vs. México (2010), Ibsen 
Cárdenas vs. Bolivia (2010), Gomes Lund vs. Brasil (2010), Cabrera García y Montiel Flores vs. 
México (2010), Gelman vs. Uruguay (2011), Chocrón vs. Venezuela (2011), López Mendoza vs. Vene-
zuela (2011), Fontevecchia vs. Argentina (2011), Atala Riffo vs. Chile (2012), Furlan vs. Argentina 
(2012), Masacres de Río Negro vs. Guatemala (2012), Gudiel Álvarez vs. Guatemala (2012), Ma-
sacre de Santo Domingo vs. Colombia (2012), Mendoza vs. Argentina (2013), J. vs. Perú (2013), Per-
sonas dominicanas y haitianas vs. República Dominicana (2014), López Lone vs. Honduras (2015), 
Comunidad Garífuna vs. Honduras (2015), Chinchilla vs. Guatemala (2016) y Miembros de la Aldea 
Chichupac vs. Guatemala (2016).

33   Corte IDH. Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Ma-
puche) vs. Chile, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 29 de mayo de 2014, serie C, 
núm. 279, párr. 464.

34   Corte IDH. López Lone y otros vs. Honduras, sentencia de excepción preliminar, fondo, reparacio-
nes y costas, del 5 de octubre de 2015, serie C, núm. 302, párr. 307.
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particularmente para garantizar los derechos de la propiedad colectiva in-
dígena y tribal.35

De esta manera, el tribunal interamericano ha dispuesto que cuando los 
tribunales y demás órganos nacionales ejerzan el control interno de con-
vencionalidad consideren las normas de la Convención Americana, y ade-
más se guíen por la interpretación que de estas normas ha formulado la 
Corte Interamericana. Como es posible advertir, las decisiones de la Corte 
no han despejado expresamente si las opiniones consultivas se encuentran 
comprendidas en el material controlante, y sólo algunos casos han hecho 
referencia expresa al valor vinculante de esta jurisprudencia. 

V. ¿Cuál es el objeto del control de convencionalidad?

A propósito del objeto de control o material controlado, en una primera 
etapa representada por el caso Almonacid Arellano vs Chile, el control interno 
de convencionalidad alcanzaba a las normas jurídicas: “En otras palabras, el 
Poder Judicial debe ejercer una especie de «control de convencionalidad» 
entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos”. En el mismo sentido 
lo señalaron las sentencias de los casos La Cantuta vs. Perú (2006) y Boyce vs. 
Barbados (2007). La referencia a normas jurídicas internas sería comprensi-
va tanto de la Constitución, las leyes, los reglamentos y demás normas que 
integren el orden jurídico nacional.

Luego, en el caso Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú (2006) se sim-
plificó la expresión de “normas jurídicas internas” a “normas internas”; sin 
embargo, tal reducción permitiría considerar también como material con-
trolado a la Constitución, las leyes, los reglamentos y demás normas que 
integren el orden jurídico nacional; es decir, tal cambio no supuso necesa-
riamente una ampliación del objeto del control. 

Puntualmente el caso Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú señaló que 
el control de convencionalidad debía realizarse “entre las normas internas 

35   Corte IDH. Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros vs. Honduras, sentencia de 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, del 8 de octubre de 2015, serie C, 
núm. 304, párrs. 211 y 255.

Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM
http://www.juridicas.unam.mx/                   https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv                 https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2019
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/derecho-internacional/issue/archive

DOI: http://dx.doi.org/10.22201/iij.24487872e.2019.19.13327



M
IR

IA
M

 H
EN

RÍ
Q

U
EZ

 V
IÑ

AS

348 Anuario Mexicano de Derecho Internacional, 
vol. XIX, 2019, pp. 327-355 

y la Convención Americana”. Tal expresión fue reiterada en 27 sentencias 
posteriores.36

Sin dudas esta consistente reiteración expone que las normas internas, 
como material controlado, son un elemento permanente en la conceptuali-
zación del control de convencionalidad. 

Sólo en el caso Heliodoro Portugal vs. Panamá, de 2008, la Corte extendió 
el objeto del control desde las normas internas a “las normas o prácticas in-
ternas”. En sus términos: “cada juzgador debe velar por el efecto útil de los 
instrumentos internacionales, de manera que no quede mermado o anulado 
por la aplicación de normas o prácticas internas contrarias al objeto y fin 
del instrumento internacional o del estándar internacional de protección 
de los derechos humanos”.37

En consecuencia, es posible apreciar que la Corte Interamericana ha sim-
plificado, más que ampliado, la referencia al objeto del control interno de 
convencionalidad desde las normas jurídicas internas a las normas internas, 
lo que incluye decretos o reglamentos, leyes, e incluso a las Constituciones 
nacionales o estaduales, para abarcar sólo aisladamente a las prácticas inter-
nas, tales como las decisiones administrativas. 

VI. ¿Cuál es la naturaleza del control de convencionalidad?

Al control de convencionalidad se le han atribuido principalmente dos dis-
tintas naturalezas. Por un lado, como un control de contraste entre las nor-
mas internas y la Convención Americana y la interpretación que de ésta 

36   Son las sentencias: Radilla Pachecho vs. México (2009), Comunidad Indígena Xákmok Kásek vs. 
Paraguay (2010), Fernández Ortega vs. México (2010), Rosendo Cantú vs. México (2010), Ibsen Cár-
denas vs Bolivia (2010), Vélez Loor vs. Panamá (2010), Gomes Lund vs. Brasil (2010), Cabrera García 
y Montiel Flores vs. México (2010), Gelman vs. Uruguay (2011), Chocrón vs. Venezuela (2011), López 
Mendoza vs. Venezuela (2011), Fontevecchia vs. Argentina (2011), Atala Riffo vs. Chile (2012), Furlan 
vs. Argentina (2012), Masacres de Río Negro vs. Guatemala (2012), Masacres de El Mozote vs. El Sal-
vador (2012), Gudiel Álvarez vs. Guatemala (2012), Masacre de Santo Domingo vs. Colombia (2012), 
Mendoza vs. Argentina (2013), J. vs. Perú (2013), Liakat Ali Alibux vs. Surinam (2014), Personas do-
minicanas y haitianas vs. República Dominicana (2014), López Lone vs. Honduras (2015), Comunidad 
Garífuna vs. Honduras (2015), Chinchilla vs. Guatemala (2016), Trabajadores de la Hacienda Brasil 
Verde vs. Brasil (2016) y Miembros de la Aldea Chichupac vs. Guatemala (2016).

37   Corte IDH. Heliodoro Portugal vs. Panamá, sentencia de excepciones preliminares, fondo, 
reparaciones y costas, 12 de agosto de 2008, párr. 180.
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realiza la Corte; y, por el otro, como la obligación de aplicar la Convención 
Americana y sus interpretaciones. El primer significado, a juicio de Karlos 
Castilla, constituiría una novedad para el sistema interamericano de protec-
ción de los derechos humanos; y el segundo no sería más que la observancia 
tradicional de los tratados internacionales como parte del derecho interno, 
con una nueva denominación. El mismo autor se refiere a la primera ope-
ración como “falso control de convencionalidad”, y a la segunda, como la 
“garantía de tratados”.38

La primera noción, cercana a un control normativo, ha sido sostenida 
por un amplio sector de la doctrina nacional e internacional de los dere-
chos humanos, afirmando, con más o menos matices, que el control de 
convencionalidad es un control “normativo”, de “compatibilidad”, de “re-
gularidad”, de “conformidad”, de “adecuación”, de “consistencia”, de “in-
terpretación conforme” entre las normas internas y la Convención Ameri-
cana y los precedentes de la Corte Interamericana. La “intensidad” de este 
control variaría desde la posibilidad de invalidar o inaplicar las normas in-
ternas contrarias al corpus iuris interamericano (mayor intensidad) hasta la 
interpretación conforme a dicho corpus iuris (menor intensidad), según las 
facultades de las autoridades para inaplicar o invalidar las normas incon-
vencionales o la ausencia de dichas competencias, respectivamente.39 En tal 
sentido lo han caracterizado autores como Juan Carlos Hitters40 y Néstor 

38   Castilla, Karlos, “Control de convencionalidad interamericano: una mera aplicación del 
derecho internacional”, Revista Derecho del Estado, núm. 33, 2014, pp. 149-172.

39   Eduardo Ferrer formula una serie de distinciones atendiendo al grado de intensidad 
del control de convencionalidad. En sus conocidos términos señala: “En cambio, el grado de 
intensidad del «control difuso de convencionalidad» disminuirá en aquellos sistemas donde no 
se permite el «control difuso de constitucionalidad» y, por consiguiente, no todos los jueces 
tienen la facultad de dejar de aplicar una ley al caso concreto. En estos casos es evidente que 
los jueces que carecen de tal competencia, ejercerán el «control difuso de convencionalidad» 
con menor intensidad, sin que ello signifique que no puedan realizarlo «en el marco de sus 
respectivas competencias». Lo anterior implica que no podrán dejar de aplicar la norma (al 
no tener esa potestad), debiendo, en todo caso, realizar una «interpretación convencional» de 
la misma, es decir, efectuar una «interpretación conforme», no solo de la Constitución nacio-
nal, sino también de la Convención Americana y de la jurisprudencia convencional.” Ferrer 
Mac-Gregor, Eduardo, “Reflexiones sobre el control difuso de convencionalidad”, Opus Magna 
Constitucional Guatemalteco, t. III, 2011, p. 308.

40   Hitters expresa con claridad esta posición: “Surge de lo antedicho que la misión prístina 
de la Corte IDH está en llevar a cabo una inspección de convencionalidad «comparando» la 
norma del derecho interno en relación a la convención y desentrañar si aquélla violenta a 
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Pedro Sagüés.41 Por otro lado, autores como Eduardo Ferrer Mac-Gregor42 
y Humberto Nogueira43 han entendido el control de convencionalidad en 
el segundo sentido apuntado, esto es, como la obligación de aplicar la Con-
vención Americana y sus interpretaciones.

Más allá de las afirmaciones de los autores, los fallos de la Corte Intera-
mericana analizados no explicitan la naturaleza de este control. Sin embar-
go, las afirmaciones que orientan su carácter apuntan principalmente a un 
control entre las normas internas y la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos y la interpretación que la Corte ha hecho de esta última. Así 
fue señalado en el caso Almonacid Arellano vs. Chile (2006): “En otras palabras, 
el Poder Judicial debe ejercer una especie de «control de convencionali-

ésta”. Hitters, Juan Carlos, “Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. 
Comparación (Criterios fijados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos)”, Revista 
Estudios Constitucionales, año 7, núm. 2, 2009, p. 112.

41   Sagüés expone: “El objetivo del «control de convencionalidad» es determinar si la nor-
ma nacional enjuiciada a través de la Convención Americana sobre Derechos humanos, es o 
no «convencional», esto es, acorde con tal Convención (Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, «Boyce y otros vs. Barbados», considerando 78). Si lo es, el juez la aplica. Caso 
contrario, no, por resultar «inconvencional». Se trata, como se ha apuntado, de un análisis de 
confrontación normativa”. Sagüés, Néstor, “Obligaciones internacionales y control de con-
vencionalidad”, Estudios Constitucionales, año 8, núm. 1, 2010, p. 127.

42   Ferrer Mac-Gregor ha dicho: “Esta ha sido entendida por la Corte IDH como una ins-
titución que se utiliza para aplicar el Derecho Internacional, principalmente el Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos, y específicamente la Convención Americana y sus 
fuentes, incluyendo la jurisprudencia de dicho Tribunal.” Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, “El 
control de convencionalidad en la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (a una década de su creación: 2006-2016)”, Henríquez y Morales (coords.), El con-
trol de convencionalidad: un balance comparado a 10 años de Almonacid Arellano vs. Chile, Santiago, 
DER Ediciones, 2017. p. 37.

43   A su vez, Humberto Nogueira expresa que el control de convencionalidad “ya existía 
previamente al caso Almonacid Arellano vs. Chile, lo que hace la CIDH en este caso es sim-
plemente bautizar la obligación de los jueces nacionales como control de convencionalidad. 
De las sentencias de la CIDH antes precisadas pueden determinarse las obligaciones de los 
jueces nacionales en términos de hacer cumplir en el derecho interno el respeto y garantía 
de los derechos humanos convencionalmente asegurados contra toda norma interna que los 
contravenga, dándoles a tales derechos un efecto útil”. Tal obligación de los jueces consis-
tiría, a juicio del mismo autor, en aplicar “como estándar mínimo los derechos y garantías 
contenidos en los derechos asegurados por la CADH, lo que constituye un control diferente 
y distinto del control de constitucionalidad.” Nogueira, Humberto, “Los desafíos del control 
de convencionalidad del corpus iuris interamericano para los tribunales nacionales”, Revista de 
Derecho Público, núm. 76, 2012, pp. 407 y 410.
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dad» entre las normas jurídicas internas que aplican en los casos concretos 
y la Convención Americana sobre Derechos Humanos.” En los mismos tér-
minos lo expresaron las sentencias de los casos La Cantuta vs. Perú (2006) y 
Boyce vs. Barbados (2007). 

En ciertos fallos como Trabajadores Cesados del Congreso vs. Perú (2006), se 
señaló que tal control de convencionalidad debe ejercerse conjuntamente 
con el control de constitucionalidad y se eliminó la referencia a “una es-
pecie” de control de convencionalidad: “En otras palabras, los órganos del 
Poder Judicial deben ejercer no sólo un control de constitucionalidad, sino 
también «de convencionalidad» ex officio entre las normas internas y la Con-
vención Americana”.44 También fue manifestado de este modo en la senten-
cia del caso Vélez Loor vs. Panamá (2010), es decir que debe ejercerse no sólo 
un control de constitucionalidad, sino también de convencionalidad.

A partir de la sentencia del caso Radilla Pacheco vs. México (2009), la Corte 
Interamericana comenzó a señalar que se trata de un control de convencio-
nalidad, sin más referencia a la “especie” de aquél, que debe ejercerse entre 
el objeto controlado y el objeto controlante, dejando la mención que tales 
normas controladas son las que “aplican en los casos concretos”. Del mismo 
tenor son veintidos sentencias dictadas por el tribunal interamericano.45

Mención aparte corresponde realizar a la resolución de la Corte Intera-
mericana con motivo de la supervisión del cumplimiento de la sentencia 
dictada en el caso Gelman vs. Uruguay (2013), que expresamente señala en 
el párrafo 65 que el control de convencionalidad es concebido como “una 
institución que se utiliza para aplicar el Derecho Internacional, en este caso 
el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, y específicamente la 

44   Corte IDH. Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú, sentencia de 
excepciones preliminares, fondo, reparaciones y costas, 24 de noviembre de 2006, serie C, 
núm. 158, párr. 128.

45   Se trata de los casos: Comunidad Indígena Xákmok Kásek s. vs. Paraguay (2010), Fernández 
Ortega vs. México (2010), Rosendo Cantu vs. México (2010), Ibsen Cárdenas vs. Bolivia (2010), Go-
mes Lund vs. Brasil (2010), Cabrera García y Montiel Flores vs. México (2010), Gelman vs. Uruguay 
(2011), Chocrón vs. Venezuela (2011), López Mendoza vs. Venezuela (2011), Fontevecchia vs. Argen- 
tina (2011), Masacres de Río Negro vs. Guatemala (2012), Masacres de El Mozote vs. El Salva-
dor (2012), Gudiel Álvarez vs. Guatemala (2012), Masacre de Santo Domingo vs. Colombia (2012), 
Mendoza vs. Argentina (2013), J. vs. Perú (2013), Liakat Ali Alibux vs. Surinam (2014), Personas 
dominicanas y haitianas vs. República Dominicana (2014), Rochac Hernández vs. El Salvador (2014), 
Chinchilla vs. Guatemala (2016), Trabajadores de la Hacienda Brasil Verde vs. Brasil (2016) y Miem-
bros de la Aldea Chichupac vs. Guatemala (2016).
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Convención Americana y sus fuentes, incluyendo la jurisprudencia de este 
Tribunal”.46 

Esta resolución distingue al control de convencionalidad en dos manifes-
taciones: a) cuando existe una sentencia internacional dictada con carácter 
de cosa juzgada respecto de un Estado que ha sido parte en el caso sometido 
a la jurisdicción de la Corte Interamericana,47 y b) cuando el Estado no ha 
sido parte en el proceso internacional en que fue establecida determinada 
jurisprudencia, sin embargo, es parte de la Convención Americana.48

En la primera manifestación, el Estado está obligado a cumplir y aplicar 
la sentencia, y por ello, el control de convencionalidad se entendería “como 
una institución que sirve para aplicar el Derecho Internacional”, puesto que 
“en el presente caso que existe cosa juzgada se trata simplemente de em-
plearlo para dar cumplimiento en su integridad y de buena fe a lo ordenado 
en la sentencia…”.49 La afirmación del párrafo 65; esto es, el control de 
convencionalidad, entendido como la aplicación del derecho internacional, 
estaría orientada sólo al control de convencionalidad en esta primera mani-
festación; es decir, cuando se ha dictado una sentencia definitiva con efectos 
inter partes respecto del Estado vinculado y obligada a cumplirla. Este enten-
dimiento del control de convencionalidad es inédito, y su novedad podría 
deberse a que se trata de la primera resolución de supervisión de cumpli-
miento que trata pormenorizadamente la materia, dándole al constructo 
un sentido diferente y circunscrito al cumplimiento de las sentencias de la 
Corte Interamericano. 

A propósito de la segunda manifestación del control de convencionali-
dad, la resolución reitera los elementos del control de convencionalidad 
afirmados en las sentencias de los casos contenciosos analizados, ratificando 
tratarse de un control que concierne a la compatibilidad y a la validez de 
las normas:

…todas sus autoridades públicas y todos sus órganos, incluidas las instancias de-
mocráticas, jueces y demás órganos vinculados a la administración de justicia en 

46   Corte IDH, caso Gelman vs. Uruguay, supervisión de cumplimiento de sentencia, resolu-
ción del 20 de marzo de 2013, párr. 65.

47   Ibidem, párr. 68.
48   Ibidem, párr. 69.
49   Ibidem, párr. 68.
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todos los niveles, están obligados por el tratado, por lo cual deben ejercer, en el 
marco de sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales corres-
pondientes, un control de convencionalidad tanto en la emisión y aplicación de 
normas, en cuanto a su validez y compatibilidad con la Convención, como en la 
determinación, juzgamiento y resolución de situaciones particulares y casos con-
cretos, teniendo en cuenta el propio tratado y, según corresponda, los precedentes 
o lineamientos jurisprudenciales de la Corte Interamericana.50 

Así, de la jurisprudencia contenciosa analizada es posible deducir que el con-
trol de convencionalidad es para la Corte Interamericana un control nor-
mativo, y no una mera aplicación de la Convención Americana y sus inter-
pretaciones. Esto, a partir de los siguientes elementos que se extraen de las 
sentencias detalladas: a) supone para el destinatario no aplicar las normas 
internas cuando éstas contrarían las normas de la Convención Americana y 
su interpretación. Así se explica la introducción de gran parte de los párra-
fos analizados, que señalan que la Corte es consciente que los destinatarios 
del control están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el orde-
namiento jurídico; sin embargo, ellos deben velar porque los efectos de las 
disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la aplicación de 
leyes o interpretaciones “contrarias” a su objeto y fin; b) en ciertos casos se lo 
asimiló al control normativo de constitucionalidad, y c) en el caso que se hizo 
referencia al efecto del control de convencionalidad, Almonacid Arellano vs. 
Chile, se estimó la invalidez con efectos retroactivos de la norma inconven-
cional, “que desde un inicio carecen de efectos jurídicos”, resultado propio 
de un control entre normas.

Por otro lado, corrobora lo afirmado en el sentido de tratarse de un “con-
trol de adecuación”, el párrafo 284 del caso Atala Riffo vs. Chile (2012), que 
expone, además de la fórmula iniciada en Radilla Pacheco vs. México, que: “En 
conclusión, con base en el control de convencionalidad, es necesario que 
las interpretaciones judiciales y administrativas y las garantías judiciales se 
apliquen adecuándose a los principios establecidos en la jurisprudencia de 
este Tribunal en el presente caso”.51 Igualmente, Furlan vs. Argentina (2012).

Por último, la Corte ha dicho en el fallo Andrade Salmón vs. Bolivia de 2016 
que este tipo de control debe velar por la solución de las inconsistencias:

50   Ibidem, párr. 69.
51   Corte IDH, Atala Riffo y niñas vs. Chile, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 24 

de febrero de 2012, serie C, núm. 239, párr. 284.
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En este sentido, la jurisprudencia reciente ha reconocido que todas las autori-
dades de un Estado Parte en la Convención, tienen la obligación de ejercer un 
“control de convencionalidad”, de forma tal que la interpretación y aplicación 
del derecho nacional sea consistente con las obligaciones internacionales del Es-
tado en materia de derechos humanos.52

VII. Conclusiones

La Corte Interamericana no ha sostenido en su jurisprudencia un concepto 
unívoco de control de convencionalidad interno. Por el contrario, ha pro-
puesto varios significados, que amplían pretorianamente su destinatario, ob-
jeto y parámetro de control.

El destinatario del control de convencionalidad son todos los poderes y 
órganos del Estado; pero principalmente la obligación está dirigida a los ór-
ganos vinculados a la administración de justicia en todos los niveles, atendi-
da a su mención con mayor frecuencia en la jurisprudencia interamericana.

Tempranamente, la Corte decidió no imponer una forma única para el 
ejercicio del control de convencionalidad interno. Por el contrario, afirmó 
que el mismo debe realizarse por el destinatario ex officio y en el marco de 
sus respectivas competencias y de las regulaciones procesales correspon-
dientes.

El parámetro de control de convencionalidad son los tratados de dere-
chos humanos del sistema interamericano, de los cuales es parte el Estado, 
pero principalmente la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
A su vez, el tribunal interamericano ha dispuesto que cuando los tribunales 
y demás órganos nacionales ejerzan el control interno de convencionalidad 
consideren las normas de la Convención Americana, y además se guíen por 
la interpretación que de estas normas ha formulado la Corte Interamerica-
na, cuyo valor es vinculante.

En un sentido estricto, la Corte Interamericana, por vía pretoriana, ha 
dispuesto que los tribunales nacionales, y en general todos los órganos públi-
cos, deben realizar una verificación de no contradicción, adecuación o con-
sistencia entre las normas internas, por un lado, y la Convención Americana 

52   Corte IDH, Andrade Salmón vs. Bolivia, sentencia de fondo, reparaciones y costas, del 1o. 
de diciembre de 2016, serie C, núm. 330, párr. 93.
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sobre Derechos Humanos y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, por el otro. En esto radicaría el ejercicio del control 
de convencionalidad interno.
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